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INFORME SECRETARIAL. Señor Juez, paso a su Despacho el presente proceso Ordinario 
Radicado No. 2020-00207 instaurado por el señor VICTOR ELISEO MUÑOZ CORTINA contra 
PROSERVIS TEMPORALES S.A.S y PRECISAGROS S.A.S. con la solicitud de reforma de 
demanda. Sírvase proveer. 
 
Barranquilla, octubre 11 de 2022.   
 
El secretario 
JAIDER JOSE CARDENAS CABRERA 
                   
JUZGADO DOCE LABORAL DEL CIRCUITO DE BARRANQUILLA. Octubre Once  (11) de 
dos mil veintidós  (2022).  
 
Proceso:          Ordinario Laboral 
Demandante:   VICTOR ELISEO MUÑOZ CORTINA. 
Demandado:    PROSERVIS TEMPORALES S.A.S y PRECISAGROS S.A.S. 
Radicación:      2020-00207 
 
Se encuentra al Despacho el presente proceso con solicitud de reforma de la demanda, 
presentada por el demandante el día, 26 de julio de 2021 según correo de esa fecha a las 7: 
00 am. 
  
Al respecto, el artículo 28 del CPTSS, establece:  
 
“La demanda podrá ser reformada por una sola vez, dentro de los cinco (5) días siguientes al 
vencimiento del término del traslado de la inicial o de la reconvención, si fuere el caso. 
 
El auto que admite la reforma de la demanda, se notificará por estado y se correrá traslado 
por cinco (5) días para su contestación”. 
  
Al revisar el expediente se observa que el auto admisorio de la demanda calendado 11 de 
febrero de 2021, fue notificado a la parte demandada PRECISAGROS S.A.S a través de 
correo electrónico el día 18 de febrero de 2021, mientras que a PROSERVIS TEMPORALES 
S.AS su notificación se logo el día 25 de marzo de 2021. 
 
Es así que tomando la fecha de notificación de PROSERVIS por ser la última entidad a la que 
se notificó, para efectos de establecer si la reforma de la demanda fue presentada en termino, 
se tiene que PROSERVIS S.AS según artículo del Decreto 806 de 2020 tenía hasta el 26 de 
abril de 2021 para contestar la demanda y así lo hizo en dicha fecha, y el memorial por medio 
del cual se pide la reforma se presentó el día 26 de julio de 2021,  vale decir bastante distante 
de la fecha del vencimiento que tenía la demandada para contestar la demanda, y por ende 
por fuera de los cinco días que dispone la norma para presentar la reforma. 
 
Así las cosas, este despacho negará la solicitud de reforma de la demanda. 
  
Por lo anteriormente expuesto, el Juzgado Doce Laboral del Circuito de Barranquilla 
 
 

RESUELVE 
 

1. Negar la solicitud de reforma de la demanda, por ser extemporánea.  
 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 

MAURICIO ANDRÉS DE SANTIS VILLADIEGO  
Juez 
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REFERENCIA:    ACCIÓN DE TUTELA 
RADICACIÓN:    2022-00315                                                                                              
ACCIONANTE:   JOSE JUNIOR PERTUZ ARIAS   
ACCIONADO:    DIRECCIÓN DE SANIDAD DE LA POLICÍA NACIONAL Y LA 

SECCIONAL DE SANIDAD DE LA POLICÍA REGIONAL 
ATLÁNTICO. 

 
     

En Barranquilla, a los diez (10) días del mes de octubre del dos mil veintidós (2022), 
el JUZGADO DOCE LABORAL DEL CIRCUITO DE BARRANQUILLA, en 
cumplimiento de sus atribuciones constitucionales y legales, procede a resolver la 
acción de tutela de la referencia.   
 

ANTECEDENTES 
 
Señala la accionante como hechos relevantes de su acción de tutela que una vez 
retirado del servicio de la Policía Nacional procedió a realizarse los exámenes de retiro 
tal como lo dispone el Decreto 1796 de 2000, en su artículo 8, iniciándose así la junta 
médico laboral, presentando patologías en la especialidad de ortopedia, 
otorrinolaringología y optometría. 
 
Que el último concepto es el de ortopedia con fecha 02 de julio del 2019, por lo que 
han pasado más de tres (3) años, sin que se haya realizado la junta médico laboral 
cuando el Decreto 1796 de 2000, en el parágrafo del artículo 16, es enfático que “la 
Junta Médico Laboral se deberá realizar a más tardar dentro de los noventa (90) días 
siguientes”. 
 
Que, a la fecha de presentación de la acción de tutela, no se ha solicitado de la Clínica 
Regional Caribe para la realización de la Junta o en su defecto una respuesta de la 
Dirección de Sanidad, cuando han pasado aproximadamente más de tres (3) años del 
último concepto. 
 
Que tiene su carpeta al día, notándose la falta de voluntad de las autoridades médico 
laborales de la Policía, vulnerando derechos fundamentales a la Seguridad Social y 
Derecho a la calificación de la pérdida de capacidad laboral o la pérdida de capacidad 
psicofísica. 
 
DERECHOS PRESUNTAMENTE VULNERADOS 

La parte actora solicita el amparo de su derecho fundamental a la Seguridad Social y 
Derecho a la calificación de la pérdida de capacidad laboral o la pérdida de capacidad 
psicofísica. 
 
PRETENSIONES 
 
Pretende el accionante que se tutelen los derechos fundamentales invocados y se 
ordene a la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional la realización de la Junta 
Médico Laboral de manera inmediata. 
 
ACTUACIÓN PROCESAL. 
 
Correspondiendo a este Despacho judicial la presente acción de tutela, por reparto de 
septiembre 29 de 2022, recibida y admitida mediante auto del mismo día.  
 
Debidamente notificada la entidad accionada no presentó contestación alguna.  
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CONSIDERACIONES DEL JUZGADO 

 
COMPETENCIA 
 
Este Despacho es competente para fallar la presente acción de tutela, por disposición 
expresa del artículo 37 del Decreto 2591 de 1991, y el Decreto 1382 del 2000, ya que 
los hechos señalados como vulnerados acontecieron dentro de la jurisdicción que le 
asiste a este despacho judicial, así como por la naturaleza de las entidades 
accionadas. 

MARCO JURÍDICO 

La acción de Tutela es un mecanismo establecido por el constituyente de 1991, en el 
artículo 86 de la norma Superior que busca la protección de los Derechos 
Constitucionales de naturaleza fundamental cuando estos se encuentran 
amenazados y vulnerados por la acción u omisión de cualquier  autoridad o particular 
en los casos señalados en el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991, siempre que el 
afectado no disponga de otro mecanismo de defensa, salvo que lo utilice como 
mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. 
 
PROBLEMA JURÍDICO 
 
En el sub examine solicita la accionante el amparo de su derecho fundamental de 
seguridad social y derecho a la calificación de la pérdida de capacidad laboral 
teniendo en cuenta que pese a tener toda su documentación en regla, como son los 
conceptos de las especialidades que lo valoraron, siendo el último concepto de 
ortopedia con fecha 02 de julio del 2019, y habiendo trascurrido más de tres (3) años, 
no se ha realizado la junta médico laboral tal como lo ordena el Decreto 1796 de 2000, 
parágrafo del artículo 16, el cual dispone que la Junta Médico Laboral se deberá 
realizar a más tardar dentro de los noventa (90) días siguientes. 
 
La parte accionada por su parte no contestó la acción de tutela por lo que se dará 
aplicación al articulo 20 del Decreto 2591 de 1991 esto es que se tienen por ciertos 
los hechos de la demanda. 
  
De tal manera que el problema jurídico que debe suscitarse esta agencia judicial es 
¿si la DIRECCIÓN DE SANIDAD DE LA POLICÍA NACIONAL Y LA SECCIONAL DE 
SANIDAD DE LA POLICÍA REGIONAL ATLÁNTICO han vulnerado el derecho de 
seguridad social del señor JOSE JUNIOR PERTUZ ARIAS con la no convocatoria de 
la junta médica para el establecimiento de su pérdida de capacidad laboral o la pérdida 
de capacidad psicofísica? 
 
Para dar solución a este problema jurídico I) lo primero que deberá establecerse por 
esta agencia es si la acción de tutela cumple con los requisitos de procedencia ii) se 
traerá  apartes de la sentencia T 249 de 2021 en cuanto a la reiteración de su 
jurisprudencia sobre los siguientes aspectos:  1) el derecho a la seguridad social de 
los miembros de las Fuerzas Militares en la valoración de su disminución ocupacional; 
(2) el marco normativo que rige la calificación de pérdida de capacidad laboral de 
estos servidores públicos iii) a partir del análisis de estos aspectos se le dará solución 
el caso concreto. 
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REQUISITOS DE PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA  
 
Legitimación en la causa por activa 
 
Conforme al artículo 86 de la Carta, toda persona podrá presentar acción de tutela 
ante los jueces para procurar la protección inmediata de sus derechos 
constitucionales fundamentales, cuando dichas garantías resulten vulneradas o 
amenazadas por la acción u omisión de cualquier autoridad o particular. Por su parte, 
el artículo 10° del Decreto 2591 de 1991 establece que la solicitud de amparo puede 
ser presentada: (i) en nombre propio; (ii) a través de representante legal; (iii) por medio 
de apoderado judicial; (iv) mediante agente oficioso; o, (v) por el Defensor del Pueblo 
o los personeros municipales. 
 
En el presente caso, está acreditado que el accionante JOSE JUNIOR PERTUZ 
ARIAS concurrió al trámite de tutela por intermedio de apoderado judicial, 
debidamente facultado para tal efecto para pedir la protección de sus derechos 
fundamentales. Por consiguiente, se acredita el requisito de legitimación en la causa 
por activa. 
 
Legitimación en la causa por pasiva 
 
Por su parte, la legitimación por pasiva dentro del trámite de amparo se refiere a la 
capacidad legal del destinatario de la acción de tutela para ser demandado. En efecto, 
puede ser llamado a responder por la vulneración o, conjurar la amenaza o, contribuir 
al restablecimiento del derecho fundamental, en el evento en que se constaten las 
mismas en el proceso. Concretamente, los artículos 86 de la Constitución y 1º y 5° del 
Decreto 2591 de 1991 disponen que este mecanismo judicial procede contra cualquier 
autoridad. 
 
En el asunto de la referencia, la acción de tutela se dirige contra la DIRECCIÓN DE 
SANIDAD DE LA POLICÍA NACIONAL Y LA SECCIONAL DE SANIDAD DE LA 
POLICÍA REGIONAL ATLÁNTICO, entidades públicas que tienen capacidad para ser 
parte y a las cuales se les atribuye la vulneración de los derechos fundamentales cuya 
protección se reclama en esta sede de tutela. 
 
En efecto, de acuerdo con el artículo 18 del Decreto 1796 de 2000 e invocado por el 
accionante, la Junta Médico Laboral debe ser expresamente autorizada por el Director 
de Sanidad de la respectiva Fuerza. En este caso, dicha obligación recae sobre la 
DIRECCIÓN DE SANIDAD DE LA POLICIA NACIONAL. Igualmente, esta entidad 
tiene a cargo la función de garantizar la prestación del servicio de salud a los 
miembros de la Fuerza Pública, de acuerdo con la Ley 352 de 1997. En consecuencia, 
en el presente caso se acredita el requisito de legitimación en la causa por pasiva. 
 
Inmediatez 
 
Este principio como es sabido implica un límite temporal para la procedencia de la 
acción de tutela. En tal sentido la jurisprudencia de la Corte Constitucional tiene 
establecido que la interposición del amparo debe hacerse dentro de un plazo 
razonable, oportuno y justo, toda vez que su razón de ser es la protección inmediata 
y urgente de los derechos fundamentales. 
 
De conformidad con la jurisprudencia constitucional, la estimación del plazo razonable 
para la formulación de la acción de tutela debe verificarse en cada caso, a partir de 
un ejercicio de interpretación judicial sobre sus particularidades. Para comprobar si el 
término en el cual se acudió a la jurisdicción constitucional es congruente con el 
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principio de inmediatez es necesario valorar que: (i) existan razones válidas para 
justificar la inactividad del accionante. Por ejemplo, situaciones de fuerza mayor, caso 
fortuito o, en general, la incapacidad del tutelante para ejercer la acción en un tiempo 
razonable o, (ii) la carga de la interposición de la acción de tutela en un plazo 
razonable resulte desproporcionada debido a una situación de debilidad manifiesta 
del accionante, por ejemplo, en casos de minoría de edad, abandono, o incapacidad 
física o mental. 
 
La ocurrencia de cualquiera de los referidos eventos se traduce en la satisfacción del 
requisito de inmediatez, aunque la instauración de la acción de tutela sea distante en 
el tiempo respecto del momento en que ocurrió la conducta de la que surge la 
vulneración de los derechos que se pretende proteger. 
 
En el caso que nos ocupa el requisito de inmediatez se encuentra plenamente 
acreditado teniendo en cuenta que desde el comunicado oficial No. GS-2022-063811-
DEATA de fecha 08-09-2022, emitido por la Clínica Regional Caribe de la Policía 
Nacional, a través del Grupo Médico Laboral Unidad Prestadora de Salud Atlántico, 
en el que se le informa al accionante que su solicitud de realización de Junta Médico 
Laboral se encuentra en revisión previa de solicitud, hasta la presentación de la acción 
de tutela no trascurrió ni dos meses. 
 
Subsidiariedad 
 
el presupuesto de subsidiariedad hace referencia que la acción de tutela solo 
procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo 
que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. En 
otras palabras, las personas deben hacer uso de todos los recursos ordinarios y 
extraordinarios que el sistema judicial ha dispuesto para conjurar la situación que 
amenaza o lesiona sus derechos. De esta manera, se impide el uso indebido de este 
mecanismo constitucional como vía preferente o instancia judicial adicional o alterna 
de protección. 
 
No obstante, como ha sido reiterado por la jurisprudencia constitucional, el 
presupuesto de subsidiariedad debe analizarse en cada caso concreto. Por ende, en 
aquellos eventos en que existan otros medios de defensa de carácter judicial, la Corte 
Constitucional ha determinado que existen dos excepciones que justifican su 
procedibilidad: 
 
(i) Cuando el medio de defensa judicial dispuesto por la ley para resolver las 
controversias no es idóneo o eficaz, conforme a las especiales circunstancias del caso 
estudiado. En estos casos, procede el amparo como mecanismo definitivo; y, 
 
(ii) En el evento en que, pese a existir un medio de defensa judicial idóneo, éste no 
impide la ocurrencia de un perjuicio irremediable. De esta manera, la acción de tutela 
procede como mecanismo transitorio. 
 
La primera hipótesis se refiere al análisis de la idoneidad y eficacia del medio de 
defensa judicial ordinario previsto en la ley a favor del afectado. En tal sentido, no 
puede realizarse en abstracto, sino que debe comprender el estudio de las situaciones 
particulares que sustentan el caso concreto. Bajo ese entendido, el juez podría 
advertir que la acción ordinaria no permite resolver la cuestión en una dimensión 
constitucional o tomar las medidas necesarias para la protección o el restablecimiento 
de los derechos fundamentales afectados. 
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De otra parte, la segunda hipótesis tiene el propósito de conjurar o evitar una 
afectación inminente o grave a un derecho fundamental. En este escenario, la 
protección es temporal según el artículo 10º del Decreto 2591 de 1991. La concesión 
del amparo bajo dicha modalidad de protección exige la acreditación de: (i) una 
afectación inminente del derecho –elemento temporal respecto al daño–; (ii) la 
urgencia de las medidas para remediar o prevenir la afectación; (iii) la gravedad del 
perjuicio –grado o impacto de la afectación del derecho–; y (iv) el carácter 
impostergable de los remedios para la efectiva protección de los derechos en riesgo. 
 
 Finalmente, cuando el amparo es promovido por personas que requieren especial 
protección constitucional, como niños, niñas y adolescentes, mujeres en estado de 
gestación o de lactancia, personas en situación de debilidad manifiesta por 
condiciones de salud  así como aquellas que son cabeza de familia, en situación de 
discapacidad, de la tercera edad, población desplazada o privadas de la libertad, entre 
otros, el examen de procedencia de la tutela se hace menos estricto, a través de 
criterios de análisis más amplios, pero no menos rigurosos. 
 
De igual modo, esta Corporación ha establecido que el estudio de procedencia de la 
acción de tutela, cuando el actor pretende controvertir un acto administrativo, debe 
considerar que el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo –CPACA– consagró los medios de control de nulidad, y de nulidad y 
restablecimiento del derecho, para el efecto. 
 
En el presente caso el actor es un exmiembro de la Policía Nacional que al retirarse 
del servicio presenta patologías que aquejan su salud y ameritan una calificación de 
su pérdida de capacidad laboral y cuya pretensión es que se convoque la Junta 
Medica Laboral pues aduce que, hasta el momento, no se ha calificado su pérdida de 
capacidad laboral, pese a que tiene todos sus conceptos médicos en regla. 
 
En consecuencia, dicha pretensión a la luz de la jurisprudencia de la Corte 
Constitucional es susceptible de ser solicitada por vía tutela tal como se argumentó 
en la Sentencia T-507 de 2015, el medio de control de nulidad y restablecimiento del 
derecho no es apto para garantizar los derechos a la salud y a la seguridad social del 
accionante. Lo anterior, debido a que lo cuestionado no es la legalidad del acto original 
que definió algunos aspectos de la capacidad laboral del actor, sino la posibilidad de 
practicar un nuevo examen ante la progresión de la enfermedad. En estos casos, la 
posibilidad de valoración es reconocida por la jurisprudencia constitucional respecto 
de padecimientos evaluados de manera definitiva según la ley, pero que pueden 
avanzar en el tiempo, como se expondrá más adelante. 
 
Así las cosas, acreditados los presupuestos que permiten el estudio de fondo de la 
vulneración de derechos fundamentales alegada, la Sala pasará a analizar los 
parámetros legales y jurisprudenciales que resultan relevantes para solucionar, 
posteriormente, el caso concreto. 
 
El derecho a la seguridad social de los miembros de las Fuerzas Militares que 
requieren calificación de pérdida de capacidad laboral. Reiteración de 
jurisprudencia sentencia 249 de 2021 
 
“El artículo 48 de la Constitución consagra el derecho fundamental a la seguridad 
social y le asigna una doble connotación. De una parte, (i) se trata de un servicio 
público de carácter obligatorio, cuya cobertura se debe ampliar progresivamente y se 
encuentra bajo la dirección, coordinación y control del Estado y, de otra, (ii) es un 
derecho fundamental que se garantiza a todos los habitantes, cuyo contenido está 
íntimamente ligado a la dignidad humana. Igualmente, la citada norma constitucional 
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prescribe, en concordancia con el artículo 2° de la Ley 100 de 1993, que el servicio 
público de seguridad social se debe prestar con sujeción a los principios de eficiencia, 
universalidad y solidaridad. 
 
En este sentido, la seguridad social abarca un conjunto de medidas institucionales, 
orientadas a garantizar progresivamente a los individuos y sus familias, las 
prestaciones necesarias para afrontar los riesgos sociales que puedan afectar su 
capacidad y oportunidades. Estos mecanismos tienen el propósito de generar los 
recursos suficientes para una subsistencia digna, en el evento en que ocurran tales 
contingencias. 
 
 Ahora bien, esta Corporación ha destacado que el derecho a obtener una 
calificación de pérdida de capacidad laboral se relaciona estrechamente con la 
protección del derecho a la seguridad social. En efecto, esta valoración reviste 
de gran importancia, dado su carácter instrumental para acceder a la garantía y 
protección de otros derechos fundamentales como la salud y el mínimo vital. Lo 
anterior, por cuanto esta herramienta “permite establecer a qué tipo de prestaciones 
tiene derecho quien es afectado por una enfermedad o accidente”, sin importar si su 
origen es común o laboral. 
 
Con el propósito de materializar este tipo de medidas en el caso de los miembros de 
las Fuerzas Militares –integradas por el Ejército, la Armada y la Fuerza Aérea–, el 
artículo 217 superior establece que aquellos están sujetos a un régimen especial en 
materia prestacional, disciplinaria y de carrera. En concordancia con este mandato, el 
artículo 150.19 de la Carta atribuyó al Congreso de la República la competencia para 
fijar el régimen salarial y prestacional de la Fuerza Pública. 
 
En cumplimiento de estas disposiciones, el artículo 279 de la Ley 100 de 1993 excluye 
expresamente a los miembros de la Fuerza Pública del ámbito de aplicación del 
Sistema General de Seguridad Social. En relación con este régimen especial, la Corte 
ha señalado que su adopción: (i) no desconoce el principio de igualdad, dado que 
contiene otras disposiciones que permiten compensar la diferencia de trato en 
términos prestacionales, en comparación con el régimen general; (ii) responde a las 
situaciones objetivas y materiales propias del cumplimiento de las funciones de los 
miembros de la Fuerza Pública; y, (iii) se orienta a la protección de los derechos 
adquiridos. 
 
En suma, la seguridad social, tanto en su connotación de derecho fundamental como 
de servicio público se relaciona de forma inescindible con la calificación de pérdida de 
capacidad laboral. Las normas constitucionales y legales prevén un régimen especial, 
cuyo propósito es el de garantizar este derecho para los miembros de las Fuerzas 
Militares. A continuación, la Sala estudiará las disposiciones que regulan dicha 
materia. 
  
Marco normativo que rige la calificación de pérdida de capacidad laboral de los 
miembros de las Fuerzas Militares 
  
El artículo 2° del Decreto Ley 1796 de 2000 define la capacidad psicofísica de los 
miembros de la Fuerza Pública como el “conjunto de habilidades, destrezas, aptitudes 
y potencialidades de orden físico y psicológico que deben reunir las personas a 
quienes se les aplique el presente decreto, para ingresar y permanecer en el servicio, 
en consideración a su cargo, empleo o funciones”. 
 
A su turno, el artículo 15 de esa normativa, dispone que, cuando un miembro de la 
Fuerza Pública sufre una lesión o es diagnosticado con una afección, la competencia 
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para determinar la capacidad psicofísica de un soldado está a cargo de las Juntas 
Médico Laborales Militares y de Policía. A estos organismos corresponde, en primera 
instancia, realizar la valoración de las secuelas, clasificar el tipo de incapacidad y 
calificar la aptitud para el servicio. Así, la mencionada regulación prescribe que la 
Junta Médico Laboral está integrada por tres médicos “de planta” de la dirección de 
sanidad de la respectiva Fuerza. Su convocatoria debe autorizarse por (i) el director 
de Sanidad respectivo; (ii) solicitud de Medicina Laboral; o (iii) por orden judicial. 
Además, el artículo 18 del Decreto 1796 de 2000 establece que “en ningún caso se 
tramitarán solicitudes de Junta Médico-Laboral presentadas por personal o entidades 
distintas a las enunciadas”. 
 
En concordancia con las reglas citadas, el artículo 19 del referido decreto establece 
que la Junta Médico Laboral se convocará cuando: 
 

(i) En la práctica de un examen de capacidad sicofísica, se encuentren lesiones 
o afecciones que disminuyan la capacidad laboral; 
 
 (ii) Exista un informe administrativo por lesiones 
  
(iii) La incapacidad sea igual o superior a tres meses 
 
(iv) “Existan patologías que así lo ameriten”; o, 
  
(v) “Por solicitud del afectado”. 

  
De igual modo, en relación con el asunto objeto de revisión, resulta especialmente 
relevante el parágrafo del artículo en mención, el cual señala que “después de una 
Junta Médico-Laboral definitiva la persona continúa al servicio de la Institución y 
presenta más adelante lesiones o afecciones diferentes, éstas serán precisadas y 
evaluadas mediante nueva Junta Médico-Laboral”. 
 
Ahora bien, las reclamaciones que surjan de las decisiones adoptadas por la junta 
médico laboral serán conocidas, en última instancia, por el Tribunal Médico Laboral 
de Revisión Militar y de Policía; de acuerdo con el artículo 25 del Decreto Ley 094 de 
1989, ese organismo es la máxima autoridad en materia médico laboral militar. En 
esa calidad, al Tribunal se le asignaron, entre otras, las siguientes funciones: 
 
(i) Aclarar, modificar, revocar o ratificar las decisiones de las Juntas Médico Laborales; 
 
(ii) Conocer de “las modificaciones que pudieren registrarse en las lesiones o 
afecciones ya calificadas por una Junta Médico-Laborales, cuando la persona haya 
continuado en servicio activo”; y, 
 
(iii) Excepcionalmente, disponer la práctica de nuevos exámenes sicofísicos. 
 
La convocatoria del Tribunal Médico Laboral requiere una “orden del Comandante 
General de las Fuerzas Militares, Director General de la Policía Nacional, o Secretario 
General del Ministerio de Defensa, según el caso, a solicitud escrita del interesado o 
de la respectiva Dirección de Sanidad”. En consonancia con lo anterior, el interesado 
deberá presentar dicha petición dentro de los cuatro meses siguientes a la notificación 
de la decisión de la Junta Médico Laboral. Por último, las decisiones del Tribunal 
Médico Laboral son irrevocables y obligatorias. Contra ellas sólo proceden las 
acciones jurisdiccionales pertinentes. 
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En consecuencia, existen dos instancias de valoración de la pérdida de capacidad 
laboral para los miembros de la Fuerza Pública: (i) la Junta Médico Laboral Militar o 
de Policía; y, (ii) el Tribunal Médico Laboral de Revisión Militar o de Policía. En ambos 
casos, el acceso a dichas autoridades de calificación debe seguir los procedimientos 
y formalidades establecidos en las normas legales que, por regla general, imponen 
que la convocatoria de estos organismos sea autorizada por la Dirección de Sanidad 
de la Fuerza respectiva. 
 
Jurisprudencia constitucional en materia de valoración de la pérdida de 
capacidad psicofísica de los miembros de la Fuerza Pública 
 
De otra parte, esta Corporación se ha referido, en múltiples ocasiones, al derecho a 
la calificación de la pérdida de capacidad laboral de miembros y exmiembros de la 
Fuerza Pública. En este sentido, ha destacado que la valoración de la capacidad 
psicofísica reviste de gran importancia desde el punto de vista constitucional. Lo 
anterior, por cuanto se trata de un mecanismo que se relaciona estrecha e 
inescindiblemente con la posibilidad de acceder a determinadas prestaciones propias 
del régimen especial de las Fuerzas Militares y de Policía. 
 
En relación con la garantía de los derechos a la seguridad social y al debido proceso 
en la valoración de pérdida de capacidad laboral de los miembros de la Fuerza 
Pública, resulta pertinente recordar las siguientes reglas jurisprudenciales: 
 
Los miembros y ex miembros de la Fuerza Pública son titulares del derecho a recurrir 
ante las autoridades médico laborales militares y de policía, con el propósito de que 
estas evalúen las situaciones que aquellos consideren que afectan su estado de 
salud. 
 
El procedimiento para la valoración de pérdida de capacidad laboral de los 
miembros de la Fuerza Pública tiene carácter reglado. El respeto de las etapas 
y requisitos de dicho trámite es una expresión de la garantía del debido proceso 
para quienes acuden a la calificación. 
 
Las autoridades médico laborales de la Fuerza Pública tienen un deber de 
información, respecto de las instancias y procedimientos establecidos para la 
valoración de la capacidad psicofísica de sus integrantes 
 
 Las valoraciones de pérdida de capacidad laboral que realicen las mencionadas 
autoridades deben ser integrales, incluir conceptos médicos actualizados, y 
diagnosticar las patologías respectivas. En particular, “la integralidad en la calificación 
tiene especial importancia cuando se trata de buscar una recalificación ante la 
aparición de nuevas secuelas o padecimientos que podrían derivarse de la patología 
original”. 
 
Pese al carácter irrevocable de las decisiones del Tribunal Médico Laboral Militar y de 
Policía, “debe mediar la consideración del tipo de patología y su potencialidad de 
empeoramiento progresivo” al evaluar la existencia del derecho a una nueva 
valoración médica; y,   
 
Se vulnera el derecho a la seguridad social de los miembros de las Fuerzas Militares 
o de Policía que han sido retirados cuando, pese a existir un dictamen en firme, se les 
niega una nueva evaluación de pérdida de capacidad laboral. En este contexto, 
tendrán derecho a que se valore nuevamente su pérdida de capacidad laboral cuando: 
(i) exista una conexión objetiva entre el examen solicitado y una condición patológica 
atribuible al servicio; (ii) se trate de una patología susceptible de evolucionar 
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progresivamente; y (iii) se refiera a un desarrollo nuevo, que no haya sido previsto en 
el momento del retiro. 
 
En suma, este Tribunal ha sostenido que la valoración de pérdida de capacidad laboral 
de los miembros de la Fuerza Pública reviste de especial importancia constitucional, 
debido a su relación inescindible con la posibilidad de obtener prestaciones que 
garantizan los derechos fundamentales de estas personas. Por esta razón, las 
decisiones que profieren las autoridades médico laborales militares y de policía 
deben: (i) respetar el carácter reglado de los procedimientos; (ii) garantizar el deber 
de información a los sujetos destinatarios; (iii) ser integrales y basarse en la totalidad 
de elementos de juicio relevantes; y, (iv) permitir una nueva valoración de la pérdida 
de capacidad laboral, cuando haya lugar a ello. 
 
El trámite de la Junta Médico Laboral de Retiro y su importancia para la garantía 
efectiva de los derechos fundamentales al debido proceso y la seguridad social 
(sentencia 009 de 2020) 
 
 La jurisprudencia constitucional ha reconocido expresamente que la Fuerza Pública 
integrada por la Policía Nacional y las Fuerzas Militares (Armada, Fuerza Aérea y 
Ejército Nacional) tiene un deber especial de protección y de cuidado tanto con el 
personal incorporado a las filas como con quienes son separados o se apartan de la 
prestación del servicio activo. Tal mandato debe ser entendido en virtud de los 
principios de dignidad humana y de solidaridad, imperantes en un Estado social y 
democrático de derecho. Ello por cuanto resulta reprochable que quienes han 
dedicado su vida a la defensa de la soberanía, la independencia, la integridad del 
territorio nacional y del orden constitucional, así como al mantenimiento de las 
condiciones necesarias para el ejercicio de los derechos y libertades públicas 
(artículos 217 y 218 Superior) vean en el Estado una respuesta negativa de abandono 
y exclusión cuando se produce su retiro de la Fuerza Pública. Esto adquiere particular 
relevancia sobre todo porque dichos sujetos ingresan a prestar sus servicios en 
óptimas condiciones pero ocurre que su capacidad productiva resulta, en algunas 
ocasiones, menguada como consecuencia de afecciones o lesiones adquiridas en el 
desarrollo propio de las funciones asignadas que, en todo caso, pueden persistir para 
el momento de la desvinculación y pueden poner en riesgo su salud, integridad 
personal e incluso su digna subsistencia de no prestarse la atención correspondiente 
en forma oportuna. El inmenso compromiso que asume la Fuerza Pública en el 
cumplimiento de fines esenciales (artículo 2 Superior) supone, inclusive, que los 
miembros de los Entes Militares y de Policía se expongan a grandes riesgos, 
comprometiendo hasta su vida misma y, por tanto, es al Estado, a través de todas sus 
instituciones y funcionarios, a quien le asiste el deber de protegerlos integralmente, 
brindándoles la asistencia y el apoyo que resulte necesario cuando se enfrentan al 
advenimiento de circunstancias que los ubican en una posición desventajosa respecto 
de la generalidad de personas. 
 
Este deber especial de protección a cargo del Estado se traduce, entre otros, en la 
necesidad de valorar y definir la situación médico laboral del personal en situación de 
desacuartelamiento. Con ese propósito, el Decreto Ley 1796 de 2000 previó el 
denominado trámite de Junta Médico Laboral de Retiro. Para dar inicio a dicho 
procedimiento lo primero que debe realizarse es un examen rutinario de retiro -que 
debe adelantarse con la misma rigurosidad contemplada para el previsto al momento 
del ingreso- y cuyo fundamento legal se encuentra expresamente previsto en el 
artículo 8 del citado cuerpo normativo. Su importancia radica en que, a través de dicho 
examen y con independencia de la causa que dio origen al retiro de las filas, se valora 
principalmente, de manera objetiva e integral, el estado de salud psicofísico del 
personal saliente y se determina si su condición clínica presente es consecuencia 
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directa del ejercicio propio de las funciones asignadas, las que, por demás, están 
sujetas a riesgos especiales. Con base en los resultados obtenidos puede 
posteriormente determinarse si “les asisten otros derechos, tales como 
indemnizatorios, pensionales e incluso la [prestación o] continuación de la prestación 
del servicio médico después de la desvinculación”. Así, su práctica resulta 
determinante para definir cualquier futura relación o responsabilidad que la Institución 
Policial o Militar pueda tener con el personal retirado, por lo que el examen no debe 
estar sometido a un término de prescripción pues, de un lado, no existe una previsión 
que así lo establezca y, del otro, se trata de un derecho que tienen todos los 
funcionarios de la Fuerza Pública, en condición de desacuartelamiento, orientado a 
asegurar que puedan reintegrarse a la vida civil en las óptimas condiciones de salud 
en las que ingresaron a la prestación del servicio. 
 
Bajo estas circunstancias, se ha considerado que el examen tiene carácter definitivo 
para todos los efectos legales y su práctica es obligatoria en todos los eventos; por lo 
tanto, de acuerdo con la ley, debe adelantarse a cargo y bajo la responsabilidad de 
las autoridades que integran el Sistema de Salud de la Fuerza Pública, dentro de los 
2 meses siguientes al acto administrativo que produce la correspondiente novedad. 
Con todo, cuando sin causa justificada el retirado no se presentare dentro del término 
establecido, el examen deberá practicarse, por cuenta del interesado, en los 
Establecimientos de Sanidad Militar o de Policía, según sea el caso. En estas 
condiciones, “si no se realiza el examen de retiro [dentro del plazo inicialmente 
estipulado] esta obligación subsiste por lo cual debe practicarse [cuando] lo solicite el 
exintegrante de las Fuerzas Militares [o de la Policía Nacional”. Entendiendo lo 
anterior, esta Corporación ha indicado que no es constitucionalmente admisible la 
omisión respecto de su realización, ni siquiera bajo el argumento de que la 
desvinculación del individuo fue voluntaria, pues se trata de una obligación cierta y 
definida a cargo del Cuerpo Oficial y una garantía en favor de todo el personal en 
situación de retiro. No existe una previsión específica que establezca que el examen 
médico de egreso se encuentra sujeto a un término de prescripción, tal como se deriva 
de una interpretación objetiva del artículo 8 del Decreto 1796 de 2000. Esto implica 
que el mismo podría ser solicitado en cualquier tiempo, aproximación que, en todo 
caso, debe entenderse bajo la óptica de que tendrá que llevarse a cabo dentro de un 
término razonable, según las circunstancias particulares de cada caso  y, en 
consecuencia, si del resultado arrojado “se colige que el exmilitar [o ex policía] 
desarrolló una enfermedad durante o con ocasión del servicio prestado, se [les] debe 
garantizar la continuidad en la prestación del servicio médico, así como remitirlos a la 
Junta Médica Laboral [correspondiente] para que establezca su porcentaje de pérdida 
de capacidad laboral, de manera que se determine si [tienen] derecho al 
reconocimiento [de prestaciones económicas]”.  
 
La Junta Médico Laboral es un organismo, como su nombre lo indica, de naturaleza 
médico laboral Militar y de Policía, encargada prevalentemente de (i) valorar y 
registrar las secuelas definitivas de las lesiones o afecciones diagnosticadas; (ii) 
clasificar el tipo de incapacidad psicofísica y aptitud para el servicio activo, pudiendo 
recomendar la reubicación laboral cuando así lo amerite; (iii) determinar la 
disminución de la capacidad psicofísica; (iv) calificar la enfermedad según sea 
profesional o común; (v) registrar la imputabilidad al servicio de acuerdo con el Informe 
Administrativo por Lesiones; (vi) fijar los correspondientes índices de lesión si hubiere 
lugar a ello y (vii) las demás que le sean asignadas por Ley o reglamento. Para la 
materialización de las funciones mencionadas, el orden jurídico contempló algunos 
presupuestos específicos que originan la convocatoria de la Junta Médico Laboral, 
advirtiendo que esta se llevará a cabo en los siguientes casos: (i) cuando en la práctica 
de un examen de capacidad psicofísica se encuentren lesiones o afecciones que 
disminuyan la capacidad laboral; (ii) cuando exista un Informe Administrativo por 
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Lesiones; (iii) cuando la incapacidad sea igual o superior a tres meses, continuos o 
discontinuos, en un año contado a partir de la fecha de expedición de la primera 
excusa de servicio total; (iv) cuando existan patologías que así lo ameriten y (v) por 
solicitud del afectado.  
 
La convocatoria de la Junta Médico Laboral está sujeta a un procedimiento 
previamente establecido en el ordenamiento jurídico que busca, de un lado, 
adoptar una decisión informada en el asunto puesto a su conocimiento y, del 
otro, preservar las garantías propias del debido proceso de quienes acuden a 
ella. En atención al caso materia de debate, la Sala explicará brevemente el 
trámite a seguir en tratándose específicamente de las Fuerzas Militares, 
particularmente del Ejército Nacional. 
 
El proceso de valoración por la autoridad laboral competente debe atender 
determinadas etapas. Así, para provocar su realización es indispensable que la 
persona interesada proceda con el diligenciamiento de una ficha médica unificada de 
aptitud psicofísica, actuación que debe adelantar en el Establecimiento de Sanidad 
Militar correspondiente a cuyo cargo queda la custodia de la misma. La elaboración 
de esta ficha está soportada en el resultado de la atención previa de citas médicas 
por las áreas de medicina general, audiología, audiometría, odontología, 
fonoaudiología, optometría, psicología, laboratorio clínico (parcial de orina, serología, 
cuadro hemático), entre otras especialidades. Verificado ello, el usuario debe radicar 
la respectiva ficha ante la Sección de Medicina Laboral de la Dirección de Sanidad del 
Ejército Nacional y consecuentemente se procede a su calificación por el equipo 
evaluador de Medicina Laboral. Esta calificación puede desencadenar en la emisión 
de conceptos médicos por parte de los especialistas. Los Establecimientos de 
Sanidad Militar son los encargados de garantizar la prestación de los servicios de 
salud mediante la asignación de las citas correspondientes en las especialidades 
requeridas para lograr la materialización efectiva de los conceptos proferidos. Esta 
fase del proceso se orienta a la recuperación integral del personal, lo cual implica que 
en muchos casos la emisión de los conceptos médicos, que deben ser definitivos y 
no parciales, puede tardar mientras el paciente se recupera, aspecto que también 
puede complejizarse si dependiendo de la dolencia, se requieren exámenes, cirugías 
o remisiones, o en razón a la disponibilidad de citas para tratar el respectivo 
padecimiento. 
 
La orden o las órdenes de autorización para la práctica de los conceptos referidos 
deben ser puestas en efectivo conocimiento del interesado, siendo su deber proceder 
a su reclamación en la Oficina de Medicina Laboral en el Comando de Personal o en 
la Divisionaria de Medicina Laboral. En todo caso, una vez recibidos los conceptos 
médicos definitivos que determinen las secuelas permanentes, la convocatoria de la 
Junta Médico Laboral Militar se deberá realizar a más tardar dentro de los noventa 
días siguientes, buscando asegurar la continuidad del proceso. Será expresamente 
autorizada por el Director de Sanidad bien sea por solicitud de Medicina Laboral o por 
orden judicial. En ningún caso se tramitarán solicitudes de Junta Médico Laboral 
presentadas por personal o entidades distintas a las enunciadas. La Junta Médico 
Laboral debidamente conformada puede hacer uso de diversos elementos de juicio o 
“soportes” documentales, a fin de adoptar una decisión integral. Así, por ejemplo, 
puede contar con: (i) la ficha médica de aptitud psicofísica; (ii) el concepto médico 
emitido por el especialista respectivo que especifique el diagnóstico, evolución, 
tratamiento realizado y secuelas de las lesiones o afecciones que presente el 
interesado; (iii) el expediente médico laboral que reposa en la respectiva Dirección de 
Sanidad; (iv) los exámenes paraclínicos adicionales que considere necesario realizar 
y (v) el Informe Administrativo por Lesiones Personales. 
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Estará integrada por tres médicos de planta de la Dirección de Sanidad, de los cuales 
uno será representante de Medicina Laboral y cuando el caso lo requiera, podrá 
asesorarse por médicos especialistas o demás profesionales que considere 
necesarios. Se efectuará, por regla general, con presencia del interesado. Si este deja 
de asistir, sin justa causa, en dos oportunidades a las citaciones que se le hayan 
efectuado para que se lleve a cabo, se realizará sin su presencia y con base en los 
documentos existentes. Las decisiones allí adoptadas, las cuales deben ser tomadas 
por la mayoría de los votos de sus integrantes, notificadas en debida forma y 
plasmadas en “Actas de Junta Médico Laboral”, pueden ser objeto de reclamaciones. 
La competencia para dirimirlas está en cabeza del Tribunal Médico Laboral de 
Revisión Militar, autoridad que, en última instancia, tiene la atribución de ratificar, 
modificar o revocar las determinaciones inicialmente impartidas. En todo caso, las 
decisiones del Tribunal Médico Laboral de Revisión Militar son irrevocables y 
obligatorias y contra ellas sólo proceden las acciones jurisdiccionales. En particular, 
la regla es que las “actas expedidas por la Junta-Médico Laboral Militar o el Tribunal 
de Revisión son actos administrativos de carácter particular, [que] pueden ser objeto 
de los recursos de la vía gubernativa, [es posible] solicitar [su] revocatoria directa [y 
su] legalidad puede ser desatada al interior de la jurisdicción contencioso 
administrativa, por medio de la nulidad y restablecimiento del derecho” para que esta 
instancia establezca, de manera definitiva, si se ajustan al ordenamiento 
constitucional vigente. 
 
En atención a las consideraciones expuestas, la jurisprudencia constitucional ha 
entendido que es precisamente en virtud de los efectos relevantes que supone la 
realización del trámite de Junta Médico Laboral Militar o de Policía y eventualmente 
del proceso ante Tribunal Médico Laboral, “que además de instituirse como una 
obligación en cabeza de las entidades responsables y un derecho de todos los 
trabajadores y dado el caso [de] miembros [y ex miembros] de la fuerza pública, es 
siempre una actuación completamente reglada por lo cual no podrá llevarse a cabo 
con elementos diferentes a los legalmente establecidos para estos efectos, 
cumpliendo estrictamente con lo señalado en la normatividad [aplicable], para que la 
decisión adoptada no solo tenga legitimidad sino que pueda producir efectivamente 
todos los efectos que está llamada a ocasionar”. En estas condiciones, si una persona 
ha acreditado todas las exigencias necesarias para que las autoridades competentes 
examinen su situación médico laboral y determinen, a partir de allí, su porcentaje de 
pérdida de capacidad psicofísica, y eventualmente si tiene o no derecho a alguna 
prestación económica, la Junta Médica respectiva deberá programarse sin mayor 
dilación cuando así lo solicite el miembro retirado o activo de la Fuerza Pública, en un 
plazo máximo siguiente de noventa días y, especialmente, ello debe ocurrir “sin la 
creación de barreras administrativas adicionales o dilaciones injustificadas en el 
tiempo que pueden configurar vulneraciones a diferentes derechos fundamentales, 
por lo que no serán de recibo excusas no imputables a los pacientes ni a sus 
familiares, [por ejemplo cuando se demuestra que] la demora [en su convocatoria] no 
resulta [atribuible] al peticionario”. 
 
Bajo las premisas enunciadas, esta Corporación ha indicado que la regla de decisión 
en la materia es que, conforme a los postulados del debido proceso (artículo 29 C.P.), 
los miembros y ex miembros de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional gozan 
del derecho fundamental a recurrir ante las autoridades médico laborales militares y 
de policía con el fin de que éstas evalúen y definan aquellas situaciones que, afirman, 
afectan su estado de salud. Correlativo a esta prerrogativa, surge el deber de las 
autoridades correspondientes de informarles acerca de la existencia de las instancias 
y procedimientos previamente establecidos para el efecto, respetar el trámite reglado 
dispuesto en la normatividad vigente, así como facilitarles a los interesados el acceso 
efectivo al mismo. En concreto, y en atención a las particularidades del presente 
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asunto, “es claro que el Ejército Nacional está en la obligación de realizar la Junta 
Médico Laboral en los casos en que, al realizarse el examen de retiro, se determine 
que el soldado presenta una disminución psicofísica o cuando éste así lo solicite, a fin 
de que sea esta autoridad quien defina –de conformidad con el marco normativo que 
la rige– cuál es el grado o nivel de disminución de la capacidad psicofísica que se 
presenta, atendiendo a la gravedad y al origen de la lesión o enfermedad, con miras 
a determinar si al interesado le asiste o no derecho a alguna prestación económica”. 
 
CONCLUSIONES  
 
i) La seguridad social, tanto en su connotación de derecho fundamental como de 

servicio público se relaciona de forma inescindible con la calificación de pérdida 
de capacidad laboral. Las normas constitucionales y legales prevén un régimen 
especial, cuyo propósito es el de garantizar este derecho para los miembros de 
las Fuerzas Militares.  
 

ii) Existen dos instancias de valoración de la pérdida de capacidad laboral para 
los miembros de la Fuerza Pública: (i) la Junta Médico Laboral Militar o de 
Policía; y, (ii) el Tribunal Médico Laboral de Revisión Militar o de Policía. En 
ambos casos, el acceso a dichas autoridades de calificación debe seguir los 
procedimientos y formalidades establecidos en las normas legales que, por 
regla general, imponen que la convocatoria de estos organismos sea 
autorizada por la Dirección de Sanidad de la Fuerza respectiva. 
 

iii) En suma, este Tribunal ha sostenido que la valoración de pérdida de capacidad 
laboral de los miembros de la Fuerza Pública reviste de especial importancia 
constitucional, debido a su relación inescindible con la posibilidad de obtener 
prestaciones que garantizan los derechos fundamentales de estas personas. 
Por esta razón, las decisiones que profieren las autoridades médico laborales 
militares y de policía deben: (i) respetar el carácter reglado de los 
procedimientos; (ii) garantizar el deber de información a los sujetos 
destinatarios; (iii) ser integrales y basarse en la totalidad de elementos de juicio 
relevantes; y, (iv) permitir una nueva valoración de la pérdida de capacidad 
laboral, cuando haya lugar a ello. 
 

iv) Si una persona ha acreditado todas las exigencias necesarias para que las 
autoridades competentes examinen su situación médico laboral y determinen, 
a partir de allí, su porcentaje de pérdida de capacidad psicofísica, y 
eventualmente si tiene o no derecho a alguna prestación económica, la Junta 
Médica respectiva deberá programarse sin mayor dilación cuando así lo solicite 
el miembro retirado o activo de la Fuerza Pública, en un plazo máximo siguiente 
de noventa días y, especialmente, ello debe ocurrir “sin la creación de barreras 
administrativas adicionales o dilaciones injustificadas en el tiempo que pueden 
configurar vulneraciones a diferentes derechos fundamentales, por lo que no 
serán de recibo excusas no imputables a los pacientes ni a sus familiares, [por 
ejemplo cuando se demuestra que] la demora [en su convocatoria] no resulta 
[atribuible] al peticionario”. 

 
CASO CONCRETO 

 
En el caso bajo estudio teniendo en cuenta que las accionadas Dirección de Sanidad 
de la Policía Nacional y la Seccional de Sanidad de la Policía Regional Atlántico no 
rindieron el informe en aplicación del principio de veracidad contenido en el artículo 
20 del decreto 2591 de 1991, se procede a tener como ciertos los siguientes hechos 
que desatan el objeto de la acción de tutela:  
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Que   el señor JOSE JUNIOR PERTUZ ARIAS presenta patologías en la especialidad 
ortopedia, otorrinolaringología y optometría. 
 
Que a la fecha tiene todos sus conceptos médicos, tales como ortopedia (02-07-
2019), otorrinolaringología (07-05-2019) y optometría (24-04-2019), los cuales 
reposan en su historia clínica. 
 
Que el último concepto es el de ortopedia con fecha 02 de julio del 2019, tal como lo 
dispone su historia clínica. 
 
Que las anteriores patologías han generado en el accionante problemas de salud y 
de carácter emocional, ya que en ocasiones presenta dolores en la rodilla. 
 
Que la Clínica Regional Caribe y la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional han 
desconocido lo dispuesto en el Decreto 1796 de 2000, en su artículo 18, el cual 
dispone: 
 
La Junta Médico-Laboral será expresamente autorizada por el Director de Sanidad de 
la respectiva Fuerza o de la Policía Nacional por solicitud de Medicina Laboral o por 
orden judicial. En ningún caso se tramitarán solicitudes de Junta Médico-Laboral 
presentadas por personal o entidades distintas a las enunciadas. 
 
Que el último concepto es el de ortopedia con fecha 02 de julio del 2019, o sea han 
pasado más de tres (3) años, desde este concepto sin que se haya realizado la junta 
médico laboral al accionante. 
En atención a la situación fáctica expuesta y a los elementos de juicio obrantes en el 
proceso, aunado a la no contestación por parte de las accionadas, se tiene que no 
existen fundamentos facticos y jurídicos, para que el Director de Sanidad de la Policía 
Nacional no haya convocado a la conformación de la Junta Médica en la valoración 
de pérdida de capacidad laboral del señor JOSE JUNIOR PERTUZ ARIAS, siendo 
que desde el último concepto médico de la especialidad, esto es el de ortopedia con 
fecha 02 de julio del 2019, tal como se evidencia de la historia clínica aportada, han 
trascurrido más de los 90 días que establece el parágrafo, del artículo 16 del Decreto 
1796 de 2000 para que se convoque a la junta médica, encontrando así este despacho 
vulnerado el derecho de seguridad social del accionante, pues como quedó 
establecido de la jurisprudencia de la Corte Constitucional, la seguridad social, tanto 
en su connotación de derecho fundamental como de servicio público se relaciona de 
forma inescindible con la calificación de pérdida de capacidad laboral.  
 
Corolario de lo anterior se amparara el derecho fundamental de seguridad social del 
señor JOSE JUNIOR PERTUZ ARIAS y en consecuencia se ordenará a la Dirección 
de Sanidad o a la dependencia que dentro de la POLICA NACIONAL corresponda, 
para que en el término de 2 días siguientes a la notificación de esta sentencia, si no 
lo ha hecho, proceda a realizar las actuaciones necesarias para continuar con el 
trámite de Junta Médico Laboral Militar, en beneficio del señor JOSE JUNIOR 
PERTUZ ARIAS, eliminando las barreras existentes y garantizando la debida 
publicidad del procedimiento por adelantar, sin perjuicio de las demás valoraciones 
previas que deban realizarse para actualizar el estado clínico del paciente, en razón 
al transcurso del tiempo desde el momento en que se dio el último concepto médico 
de ortopedia de fecha 02 de julio de 2019. 
 
Una vez efectuado lo anterior, deberá examinarse la viabilidad de convocar a la Junta 
Médico Laboral Militar, con el objeto de que evalúe y defina la situación del señor 
JOSE JUNIOR PERTUZ ARIAS, en un plazo que no podrá exceder de noventa días, 
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conforme lo establecido en el artículo 16 del Decreto Ley 1796 de 2000. En particular, 
de ser ello procedente, deberá determinarse la naturaleza de las enfermedades 
padecidas por el actor, así como el grado de incapacidad psicofísica que presenta 
según la gravedad y el origen de las patologías evidenciadas. Como consecuencia de 
la anterior valoración y atendiendo a los resultados que arroje la misma, se deberá 
determinar si el accionante tiene derecho a reconocimientos en materia prestacional.  
   
En mérito de lo expuesto, el JUZGADO DOCE LABORAL DEL CIRCUITO DE 
BARRANQUILLA-, administrando justicia en nombre de la República y por virtud de 
la ley, 
 

RESUELVE 
 
PRIMERO: CONCEDER el amparo del DERECHO FUNDAMENTAL DE 
SEGURIDAD SOCIAL del señor JOSE JUNIOR PERTUZ ARIAS dentro de la acción 
de tutela instaurada por el en contra de DIRECCIÓN DE SANIDAD DE LA POLICÍA 
NACIONAL Y LA SECCIONAL DE SANIDAD DE LA POLICÍA REGIONAL 
ATLÁNTICO, por las razones expuestas en la parte motiva del presente proveído. 
 
SEGUNDO: ORDENAR a DIRECCIÓN DE SANIDAD DE LA POLICÍA NACIONAL Y 
LA SECCIONAL DE SANIDAD DE LA POLICÍA REGIONAL ATLÁNTICO o 
dependencia que corresponda dentro de la organización de la Policía Nacional, que 
en el término máximo de 2 días siguientes a la notificación de esta sentencia, si no lo 
ha hecho, proceda a realizar las actuaciones necesarias para continuar con el trámite 
de Junta Médico Laboral Militar, en beneficio del señor JOSE JUNIOR PERTUZ 
ARIAS, eliminando las barreras existentes y garantizando la debida publicidad del 
procedimiento por adelantar, sin perjuicio de las demás valoraciones previas que 
deban realizarse para actualizar el estado clínico del paciente, en razón al transcurso 
del tiempo desde el momento en que se dio el último concepto médico de ortopedia 
de fecha 02 de julio de 2019. 
 
TERCERO: Una vez efectuado lo anterior, deberá examinarse la viabilidad de 
convocar a la Junta Médico Laboral Militar, con el objeto de que evalúe y defina la 
situación del señor JOSE JUNIOR PERTUZ ARIAS, en un plazo que no podrá exceder 
de noventa días, conforme lo establecido en el artículo 16 del Decreto Ley 1796 de 
2000. En particular, de ser ello procedente, deberá determinarse la naturaleza de las 
enfermedades padecidas por el actor, así como el grado de incapacidad psicofísica 
que presenta según la gravedad y el origen de las patologías evidenciadas. Como 
consecuencia de la anterior valoración y atendiendo a los resultados que arroje la 
misma, se deberá determinar si el accionante tiene derecho a reconocimientos en 
materia prestacional.  
  
CUARTO: NOTIFICAR a las partes por correo electrónico. 
 
QUINTO: REMITIR a la Corte Constitucional para su eventual revisión, en caso de no 
ser impugnada esta decisión. 
  
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 
 
 

MAURICIO ANDRÉS DE SANTIS VILLADIEGO  
JUEZ 
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